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IMPROCEDENCIA DEL AMPARO SOLICITADO. “[F]rente al caso concreto abordado por el Juez de primer grado, en lo referente a las solicitudes de vigilancia judicial administrativa de las acciones populares que según manifiesta, ha solicitado ante el Consejo Seccional de la Judicatura, y que actualmente se tramitan en el Juzgado Tercero Civil del Circuito, encuentra esta Colegiatura que efectivamente el accionante no demostró en momento alguno la forma en la cual se vulneraron sus derechos por parte de dicha Sala; y como quiera que la única alternativa es acudir a lo obrante en el expediente para establecer la existencia de tal transgresión, no se evidencia la solicitud concreta que frente a tales procesos elevó el accionante, en cambio, si fueron aportadas por la Seccional del Consejo Superior de la Judicatura las constancias de las respuestas a las múltiples solicitudes que de manera genérica presentó el señor Javier Elías deprecando vigilancias judiciales, peticiones estas que fueron resueltas de manera oportuna, informándole el trámite que debía seguir para su procedencia, decisión contra la cual procedía además recurso de reposición, al cual no acudió.”.
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ASUNTO                                       
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad el 16 de diciembre de 2016, por medio del cual resolvió negar por improcedente la acción de tutela interpuesta en contra del CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE RISARALDA. 
ANTECEDENTES

El señor Javier Elías Arias Idárraga instauró varias acciones de tutela con igualdad de objeto y de autoridad accionada, que fueron recibidas en la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, Corporación esta que mediante auto adiado el 1º de diciembre de 2016, con ponencia del H. Magistrado Duberney Grisales Herrera, ordenó, entre otras cosas, la acumulación de varios de los líbelos de tutela deprecados por el accionante. De igual forma ordenó en el numeral 13 de dicho proveído “REMITIR copias de lo actuado en este asunto, con destino a la Oficina Judicial –reparto, de esta ciudad, para que asigne a uno de los señores Jueces del Circuito, la acción formulada contra la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.”. Correspondiendo su conocimiento al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado por reparto efectuado el 05 de diciembre de 2016.
HECHOS
Los hechos que motivan la interposición de la acción de tutela se pueden relacionar de la siguiente manera:

· Instauró una Acción Popular radicada bajo el No. 2015-1178, tramitada por parte del Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, a quien señala de no dar aplicación a lo estipulado en los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998; y aunque aplica el Código General del Proceso, se ha negado a notificar a la accionada a su correo electrónico, como esa disposición lo ordena, y tampoco informa a la comunidad sobre la misma, ni ha notificado al Ministerio Público. 

· Por esta razón ha solicitado vigilancia judicial y administrativa al Consejo Seccional y Superior de la Judicatura, y ha interpuesto acciones de cumplimiento ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, resultando infructuosas.   

Solicitó entonces –en lo que tiene que ver con la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda-:
“…Solicitar un listado completo, a quien corresponda, donde aporte copia de todos mis memoriales donde pedí celeridad, al igual que los procesos donde presenté acción de cumplimiento ante el Tribunal Administrativo de Risaralda, copia de todas las vigilancias judiciales y administrativas presentadas al Consejo Seccional y Superior de la Judicatura.” 

“Se vincule a mi demanda al Tribunal Administrativo de Risaralda para que aporte copia de mis acciones de cumplimiento e igualmente al Consejo Superior y Seccional de la Judicatura para que aporte copia de todas mis solicitudes de vigilancia judicial y administrativa contra los juzgados civiles circuito de Pereira, así no halla prosperado.”
“Solicitar un listado completo a la tutelada donde aporte todos mis memoriales donde pedí celeridad, procesos donde presenté acción de cumplimiento al Tribunal Administrativo de Risaralda, copia de todas las vigilancias judiciales y administrativas presentadas al Consejo Seccional de la Judicatura que obren en cualquier acción popular indistintamente a la hoy tutelada.”
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA 

1. Admisión:  

El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el día 6 de diciembre de 2016 y corrió traslado a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura en la forma indicada en la ley.
2. Respuesta de las accionadas:
Sala Administrativa – Consejo Seccional de la Judicatura: señaló que en el presente asunto no existe nexo causal entre los derechos fundamentales presuntamente vulnerados al accionante y las acciones u omisiones por parte de esa Sala. 
Resaltó que el señor Javier Elías en ningún momento ha solicitado vigilancia judicial administrativa a los procesos de Rad. 2015-1178 y 2015-1334 adelantados por parte del Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad. En cambio, ha presentado ante esa Seccional múltiples peticiones de vigilancia, así, el 27 de mayo de 2015 se recibieron 65 solicitudes, el 1º de junio del mismo año otras 47, y finalmente el 14 de marzo de 2016 se recibieron 20.
Explicó que a todas estas peticiones se les dio respuesta dentro de los términos legales, informándole que las mismas no eran procedentes por no cumplir con los requisitos establecidos en el Acuerdo No. PSAA11-8716, y que de ser subsanados los mismos, podía acudir de nuevo a esa instancia, no obstante, el interesado guardó silencio, aún cuando tenía la posibilidad de solicitar reposición de esas decisiones.   
Por último, indicó que tampoco se ha recibido allí ningún derecho de petición donde el accionante solicite copia de las vigilancias administrativas en contra de los Juzgados Civiles del Circuito. 

3. Decisión: 

Una vez el Juez de conocimiento efectuó el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 16 de diciembre de 2016, negar por improcedente la acción de tutela instaurada por el señor Javier Elías, ello en consideración a que no se demostró ninguna acción u omisión por parte del Consejo Seccional de la Judicatura. 
IMPUGNACIÓN

Una vez notificada de la decisión de instancia, el accionante manifestó a través de correo electrónico del 19 de diciembre de 2016 solicitando decretar una nulidad por falta de competencia del Juez fallador, toda vez que éste no es superior jerárquico ni funcional del accionado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar en primer lugar si se ha presentado una causal que conlleve a decretar la nulidad de lo actuado por falta de competencia del Juez A-quo, tal como lo ha reclamado el recurrente en su escrito de impugnación; y de no ser así, se deberá analizar si la decisión opugnada es atinada cuando en la misma se concluye que no es procedente la acción de tutela para el reclamo de los derechos invocados por el libelista.
Para desarrollar el primer tópico, es necesario acudir al numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, el cual establece que: “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, y ha sido ésta una causal excepcional establecida por la Corte Constitucional en Auto 198 del 28 mayo de 2009, para determinar la incompetencia del Juez Constitucional para conocer determinadas acciones de tutela. 
No obstante lo anterior, es menester aclarar que la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura no es una autoridad de carácter judicial, sino que sus labores son eminentemente administrativas, razón por la cual, la norma previamente citada no es aplicable a este asunto. 

En vista de ello, y como quiera que la accionada es una entidad del orden departamental, debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 1º, numeral 1º, inciso 2º del Decreto 1382 de 2000, según el cual: “A los Jueces del Circuito o con categorías de tales, le serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental.”; razón suficiente para determinar que si era competencia del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, el conocimiento en primera instancia de esta acción de tutela, por lo que la solicitud de nulidad reclamada por el accionante no prosperará. 
Ahora, frente al caso concreto abordado por el Juez de primer grado, en lo referente a las solicitudes de vigilancia judicial administrativa de las acciones populares que según manifiesta, ha solicitado ante el Consejo Seccional de la Judicatura, y que actualmente se tramitan en el Juzgado Tercero Civil del Circuito, encuentra esta Colegiatura que efectivamente el accionante no demostró en momento alguno la forma en la cual se vulneraron sus derechos por parte de dicha Sala; y como quiera que la única alternativa es acudir a lo obrante en el expediente para establecer la existencia de tal transgresión, no se evidencia la solicitud concreta que frente a tales procesos elevó el accionante, en cambio, si fueron aportadas por la Seccional del Consejo Superior de la Judicatura las constancias de las respuestas a las múltiples solicitudes que de manera genérica presentó el señor Javier Elías deprecando vigilancias judiciales, peticiones estas que fueron resueltas de manera oportuna, informándole el trámite que debía seguir para su procedencia, decisión contra la cual procedía además recurso de reposición, al cual no acudió.  
Debe mencionarse además que ya esta Corporación se pronunció recientemente sobre casos similares, donde el mismo accionante presentaba idénticas solicitudes, con ponencia de los Magistrados Jairo Ernesto Escobar Sanz y Jorge Arturo Castaño Duque
.  
Concretamente, en la providencia con ponencia del Dr. Escobar Sanz
 se expuso: 

“6.4.3. Así las cosas, para esta Sala no queda duda que la autoridad demandada ha atendido al accionante sus peticiones de vigilancias judiciales y administrativas, máxime que en este caso en concreto el señor Arias Idárraga se limitó a solicitar de manera vaga e indeterminada un listado de todos los memoriales de las vigilancias judiciales y administrativas, sin que se desprenda de tal requerimiento la vulneración a sus garantías constitucionales que lleven a concluir la intervención del juez de tutela, lo que hace improcedente el amparo invocado. Al respecto, la Corte Constitucional
 ha señalado la decisión del juez constitucional no puede ser adoptada con base en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente la tutela. En tal sentido, dicho máximo Tribunal afirmó que:

“Los hechos afirmados en la acción de tutela deben ser probados siquiera sumariamente para que el juzgador tenga la plena certeza sobre los mismos. No es posible sin ninguna prueba acceder a la tutela. La valoración de la prueba se hace según la sana crítica pero es indispensable que obren en el proceso medios probatorios que permitan inferirla verdad de los hechos”

No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 (información adicional que pida el juez), 22 (“El juez, tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicarlas pruebas solicitadas)”
6.4.4.
Significa lo anterior que ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, el amparo invocado no procede. (…)”
Acorde con lo expuesto hasta ahora, esta Corporación confirmará en su totalidad la decisión tomada por el Juez de primera instancia.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, el 16 de diciembre de 2016; de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Sentencia de tutela aprobada mediante Acta No. 123 del 15 de febrero de 2017. 


� Sentencia de tutela aprobada mediante Acta No. 087 del 07 de febrero de 2017.


� Ver Sentencia T-153 de 2011
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